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ASUNTO

Decide la Sala lo pertinente en relación con la acción de tutela que formuló la ciudadana María Eugenia Agudelo Alzate, contra la Dirección Seccional de Administración Judicial de Pereira, y las Salas Administrativas de los Consejos Seccional y Superior de la Judicatura. A la actuación fueron vinculados la E.P.S. SALUDCOOP, la A.R.P. BBVA HORIZONTE y el Juzgado Segundo Laboral del Circuito.

ANTECEDENTES 
La señora Agudelo Alzate considera que las instituciones demandadas vienen vulnerando sus derechos fundamentales, al trabajo, a la seguridad social, a la salud y a la vida digna, al no reubicarla de puesto de trabajo en virtud de su grave estado de salud. En consecuencia, a través de esta acción de tutela, solicitó al Tribunal que proteja sus derechos fundamentales mediante la orden de reubicar sus funciones acorde con las recomendaciones médicas sobre su estado de salud.
 

Manifiesta que es empleada de la Rama Judicial desde el año de 1981, actualmente en carrera judicial en el cargo de notificadota grado 4º del Juzgado Segundo Laboral de esta ciudad

 

La peticionaria indica que fue intervenida quirúrgicamente el 25 de septiembre de 2005 de la mano derecha por presentar síndrome de túnel carpiano, igual procedimiento se le realizó en la izquiera el 27 de octubre del mismo año. Desde entonces ha venido incapacitada médicamente para ejercer cualquier trabajo Manual, calificada con 34.75% de pérdida de la capacidad laboral.

Señala también, que desde el mes de octubre de 2007, viene padeciendo de una afección pulmonar denominada Churg-Straus y/o vasculitis pulmonar o Eosinofilia pulmonal, que la ha llevado a hospitalizaciones prolongadas, por lo cual fue calificada con una pérdida de capacidad laboral del 68.75%. Entonces ha intentado en varias ocasiones el reintegro a su trabajo, aunque sin éxito, por la exigencia que sus funciones le acarrean, y ello le genera gran depresión e impotencia.
Dice que realizó solicitud al Consejo Superior de la Judicatura y le contestaron que el competente para tal efecto era la Dirección Ejecutiva de la Administración Judicial, recibió copia del Acuerdo 756 de 2000, pero a la fecha no ha podido lograr su reubicación.
Respuestas de las instituciones demandadas.
La Dirección Seccional de Administración Judicial, a través de apoderado, solicitó negar las peticiones de la accionante. 
Confirma que efectivamente la señora Agudelo se encuentra en carrera de la Rama Judicial ocupando el cargo de Citador 4º del Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, y presenta como novedad en la nómina licencia por enfermedad de origen común. Señala que de las certificaciones de incapacidad médica, se han remitido por parte del nominador los actos administrativos relacionados con las licencias por enfermedad concedidas a la Servidora Judicial, en las que se puede determinar que ha sido incapacitada desde el 1 de septiembre de 2005 hasta el 28 de febrero de 2010, con una incapacidad real de cuatro años, tres meses y cuatro días.
En cumplimiento a lo establecido en la normatividad legal vigente y procedimientos para la Rama Judicial –señala- se adelantó ante la E.P.S. SaludCoop y la ARP suratep, los trámites necesarios a fin de obtener el origen del diagnóstico y la evaluación de la merma en la capacidad laboral, gracias a lo cual se logró obtener una determinación del origen de la patología y una calificación de pérdida de capacidad de 34.25%. de acuerdo al dictamen de la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda, confirmada por la Junta Nacional de Invalidez.
Se recibió de parte de la EPS las recomendaciones para la ubicación de la Servidora Judicial, determinándose algunas características especiales del puesto de trabajo, derivadas del diagnóstico inicial de “secuelas – síndrome túnel carpiano bilateral + espondiloartrosis cervical” ante lo cual, se procedió a verificar el procedimiento determinado en el Acuerdo 756 de 2000, sobre la reincorporación o reubicación de los Servidores Judiciales, informando a los nominadores, a la EPS, a la ARP, y a las Salas Administrativas del Consejo Superior y Seccional, con el fin de adelantar los trámites determinados en el acuerdo en mención.
Con ello aclara que la Dirección Seccional de Administración Judicial adelantó los trámites y procedimientos establecidos, con el fin de apoyar a la servidora judicial durante su proceso de tipificación del origen de la enfermedad.
Posteriormente la Servidora Judicial presenta solicitud ante la Junta Nacional de Calificación de invalidez, para que se califique la pérdida de capacidad laboral, teniendo en cuenta para ello el deterioro progresivo de su estado de salud originado por un nuevo diagnóstico de Síndrome de Churo Strauss, que culminó con la determinación por parte de la Junta Nacional de Calificación de clasificar el origen de la enfermedad como común y otorgándole un 68.75% de pérdida de capacidad laboral.

Sostiene que cada una de las solicitudes elevadas por la Servidora y por la Juez Segundo Laboral del Circuito de Pereira y demás entidades que tuvieron en su momento que ver con el caso concreto, fueron resueltas de manera clara, precisa y oportuna.

La Sala Administrativa del Consejo Seccional, expresa que las Direcciones Seccionales de Administración Judicial son órganos descentralizados de la Dirección Ejecutiva, entidad con sede en Bogotá, según el artículo 98 de la Ley 270 de 1996, es el estamento técnico y administrativo que tiene a su cargo la ejecución de las actividades administrativas de la Rama Judicial, con sujeción a las políticas y decisiones de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.
Señala que el decreto 2652 de 1991 establece entre otros presupuestos, que las Direcciones Seccionales de Administración Judicial tienen por función la de adelantar las actividades administrativas de la Rama Judicial y ejecutar el presupuesto.
Transcribe las funciones de las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales, para concluir que no existe facultad que le permita intervenir en el nombramiento, remoción o reubicación de los empleados de carrera adscritos a los juzgados o tribunales, con excepción de los actos de conformación de los registros de elegibles y la remisión de las listas a los diferentes despachos.
La tutelante presenta dos patologías diferentes, una el síndrome del túnel carpiano bilateral, de la que ya fue operada, que si bien es una condición incómoda no impide la ejecución de las actividades que ejecuta un citador, y por eso la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, estableció que la actora presenta una pérdida de la capacidad laboral del 32.25%. 

La otra enfermedad es conocida como eosinofilia pulmonar o síndrome churo-strauss, la cual se manifiesta con asma, rinitis alérgica, tos, disnea de sueño y sinusitis, por la cual la junta Nacional de Calificación de Invalidez, estableció que la actora presenta una pérdida de la capacidad laboral del 68.75%, por enfermedad común.
Hace alusión al artículo 38 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 1 de la Ley 890 de 2003, que consagra los requisitos para obtener la pensión de invalidez, dentro de los cuales se encuentra la situación de la accionante, e indica que María Eugenia en ningún momento ha tramitado ante el fondo de pensiones al que se encuentra afiliada el reconocimiento de esta prestación por invalidez, a que tiene derecho, y pretende por vía tutelar que la reubique en un cargo que no existe.
Asegura que la Sala Administrativa no tiene competencia, ni facultades sobre el manejo de personal en la Dirección Seccional de Administración Judicial, que la tutelante está evadiendo un trámite legal, renunciando a un derecho laboral, lo que no está permitido, porque cuenta con una pérdida de la capacidad laboral superior al 50%, lo que significa que no es apta para desempeñarse en ningún puesto de trabajo de la Rama Judicial, donde todos los cargos exigen un rendimiento mínimo, el cual no está en capacidad de ofrecer.
No observa la Sala los derechos fundamentales vulnerados o en peligro de ser quebrantados y del el texto demandatorio no se infieren los mismos.

Además, la actora no ha cumplido con los trámites legales ante la Dirección Sección de Administración Judicial, por cuanto el área de riesgos profesionales de SALUDCOOP EPS, envió la primera recomendación de reubicación cuando la tutelante fue diagnosticada con la primera patología, pero no ha tramitado ninguna otra recomendación de reubicación por la segunda, tampoco ha sido desvinculada de la entidad y continúa recibiendo sus emolumentos mes a mes, ya sean reconocidos por la EPS al estar incapacitada por más de tres (3) días o cancelados por la Rama Judicial directamente, cuando está laborando.
Solicita se rechace de plano la acción incoada, y en caso de no accederse pide que antes de proferir decisión de fondo, se vincule a la Administradora de Fondo de Pensiones AFP y a SaludCoop EPS, para que hagan parte en la Acción Constitucional y se determine si Agudelo Alzate es apta o no para continuar laborando.
La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, arguye que la señora Maria Eugenia pretende utilizar esta acción de tutela como mecanismo principal y definitivo, desconociendo la reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional, donde se precisa el carácter subsidiario de la función Constitucional.
La accionante no demostró un perjuicio inminente, que las medidas a adoptar sean urgentes, el peligro sea grave, y que su urgencia y gravedad determinen que la acción de tutela sea impostergable. 

Arguye que quien está obligado a reubicar al empleado es el nominador, en los términos de los artículos 17 del Decreto 2177 de 1989, 39 y 45 del Decreto 1295 de 1994. Además, la señora Agudelo Alzate presenta una incapacidad superior al 50%, por lo que debe gestionar los trámites propios para ser merecedora de la pensión de invalidez a la que tiene derecho.
Solicita se nieguen las pretensiones de la demanda por improcedente, en la medida en que la actora no ha realizado las diligencias estipuladas en la norma y en el acuerdo por ella aludido, y de la misma manera no existe legitimación por pasiva, ya que la Rama Judicial, el Consejo Superior de la Judicatura, no es la entidad competente para entrar a resolver s situación Laboral.
Las otras instituciones vinculadas guardaron silencio.

 CONSIDERACIONES

1º. Competencia:

La Sala está habilitada para pronunciarse respecto de la acción de tutela interpuesta, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 86 de la Constitución Nacional, 37 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.  
2º. Problema Jurídico Planteado:

Le corresponde establecer a esta Célula Judicial, si las entidades  demandadas han incurrido en vulneración de derecho fundamental alguno, y en caso afirmativo, pronunciarse acerca del amparo Constitucional.

SOLUCIÓN

De conformidad con lo preceptuado por el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante y mediante un trámite preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.
El Tribunal deberá indicar si en casos como el presente, la acción Constitucional puede proceder como mecanismo idóneo para evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable, de tal suerte que es menester identificar si las decisiones u omisiones de las instituciones accionadas vulneran los derechos primarios de la actora y, en caso afirmativo definir si existe el riesgo de que se produzca un perjuicio que resulte necesario evitar mediante el trámite tutelar y su consiguiente decisión.
El derecho a la estabilidad laboral reforzada de las personas con discapacidad. Reiteración de jurisprudencia.  
Una de las dimensiones del derecho al trabajo, consagrado en el artículo 25 de la Constitución, es la garantía de la estabilidad laboral. Sin embargo, esta por si sola no apareja un derecho constitucional a permanecer indefinidamente en un determinado puesto. Tampoco se trata de una prerrogativa que en principio pueda ser protegida por medio de la acción de tutela, ya que debe ser desarrollada por la ley, que además de establecer su contenido y alcance, dispone de mecanismos judiciales ordinarios para hacerla efectiva. 
La guardiana de la Constitución ha establecido que las personas que gozan de fuero sindical, las madres y padres cabeza de familia, las mujeres en estado de embarazo y quienes tienen una discapacidad relevante, – particularmente si se trata de aquellas que han sufrido una discapacidad como efecto del cumplimiento de sus funciones laborales-, gozan de especial protección por situarse en condiciones de debilidad manifiesta. Por lo tanto, son titulares, en principio, del derecho a una estabilidad laboral reforzada. 
Al respecto estableció:
“En efecto, si bien, conforme al artículo 53 de la Carta, todos los trabajadores tienen un derecho general a la estabilidad en el empleo, existen casos en que este derecho es aún más fuerte, por lo cual en tales eventos cabe hablar de un derecho constitucional a una estabilidad laboral reforzada. Esto sucede, por ejemplo, en relación con el fuero sindical, pues sólo asegurando a los líderes sindicales una estabilidad laboral efectiva, resulta posible proteger otro valor constitucional, como es el derecho de asociación sindical (CP art. 39). Igualmente, en anteriores ocasiones, esta Corporación también señaló que, debido al especial cuidado que la Carta ordena en favor de los minusválidos (CP art. 54), estas personas gozan de una estabilidad laboral superior, la cual se proyecta incluso en los casos de funcionarios de libre nombramiento y remoción.” 

El derecho fundamental a la estabilidad laboral reforzada también ha sido objeto de desarrollo legal. Específicamente, para el caso de las personas con limitaciones físicas, la ley 361 de 1997 en su artículo 26 dispuso lo siguiente: 
“ARTÍCULO 26. En ningún caso la limitación de una persona, podrá ser motivo para obstaculizar una vinculación laboral, a menos que dicha limitación sea claramente demostrada como incompatible e insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie autorización de la oficina de Trabajo..”

 

La Corte ya ha indicado que el deber de solidaridad social impone al empleador la obligación de satisfacer con especial empeño el derecho de las personas desaventajadas. En este sentido ha dicho: 
  
“La construcción de la solidaridad humana y no la competencia mal entendida por sobrevivir, es el principio de razón suficiente del artículo 95 de la Carta Política y por ello, en lugar de rechazar a quien está en situación ostensible de debilidad, es deber positivo de todo ciudadano - impuesto categóricamente por la Constitución- el de socorrer a quien padece la necesidad, con medidas humanitarias. (…) En el caso sub-judice, lo solidario, lo humanitario, lo respetuoso de los derechos fundamentales implicados era, se insiste, mantener al trabajador en su cargo o trasladarlo a otro similar que implicara menos riesgo hipotético.

 

No obstante, el deber constitucional y legal de solidaridad no implica lo imposible, como en el caso subexamine donde la señora María Eugenia no demuestra, ni siquiera menciona en qué forma se le están violentando sus derechos fundamentales, sólo aduce que por recomendación médica necesita ser reubicada de su entorno laboral.

De su nuevo padecimiento –vasculitis pulmonar y/o churo straus o eosinofilia pulmonar-, no se sabe si realizó los trámites ante la Entidad Prestadora de Salud, para obtener las respectivas recomendaciones médicas, con el fin de que se reorganizara su puesto de trabajo, y las características que el mismo debe cumplir para no hacer más dolorosos sus padecimientos. Se sabe también que como consecuencia de esta última patología fue calilficada con pérdida de la capacidad laboral del 68.75% lo cual indica la necesidad de que realice la correspondiente solicitud de pensión de invalidez.

A la luz de los hechos y de las reglas constitucionales mencionados en precedentes acápites, resulta claro que las instituciones demandadas en manera alguna han vulnerado derechos fundamentales de la señora Agudelo Alzate, al contrario, cuando estaba en auge su problema de túnel carpiano, la Dirección de Administración Judicial adelantó ante la E.P.S. SaludCoop y la ARP suratep, los trámites tendientes a obtener la determinación del origen y diagnóstico o calificación de la pérdida de capacidad laboral, procedió a verificar el trámite determinado en el Acuerdo 756 de 2000 sobre la reincorporación o reubicación de los Servidores Judiciales, e informó al nominador, a la EPS, a la ARP, y a las Salas Administrativas del Consejo Superior y Seccional, para que se adelantaran las acciones a que hubiera lugar.

La acción de tutela está llamada a prosperar cuando se trata de prevenir un perjuicio irremediable, evento en el cual resultaría viable el amparo de manera transitoria, hasta tanto el Juez competente dirima el conflicto jurídico por los cauces ordinarios, tal como lo indica la jurisprudencia siguiente: 

“(…) un perjuicio irremediable debe cumplir con los requisitos de necesidad, urgencia, gravedad e inminencia
. Por tanto los derechos a proteger deben ser claros y objetivos, estar sujetos a una amenaza capaz de ocasionar perjuicios irreparables o, cuando estos ya se ocasionaron, que la situación tienda a agravarse con el trámite ordinario previsto en el ordenamiento. De otra parte, las órdenes que imparta el juez de tutela deberán tener la capacidad de evitar que el daño se produzca o, cuando menos, ser capaces de mitigarlo (...)”

Esta Colegiatura no encuentra en el asunto que se examina, afectación, vulneración o amenaza por parte de las demandadas, o de las vinculadas, de algún derecho fundamental radicado en cabeza de la ciudadana Agudelo Alzate, ya que en la actualidad la referida se halla recibiendo sus salarios, y se han respetado sus incapacidades, además de gozar de todas las garantías laborales.
La interesada no ha dado cumplimiento al acuerdo 756 de 2000 tendiente a obtener su reubicación laboral y su omisión sólo es atribuible a ella misma, pero se observa además que dada su merma en la capacidad para trabajar, la actora ha debido y aún puede hacerlo, realizar los trámites pertinentes a efecto de obtener su pensión por invalidez, por lo que ante la improcedencia de la acción invocada habrá de despacharse desfavorablemente el amparo solicitado, ya que la vía del artículo 86 Constitucional –subsidiaria y residual- no se observa viable en este específico caso.
Con relación a la medida previa que la accionante solicita a última hora, referente a que se ordene a la EPS SALUDCOOP expedir incapacidad médica a partir del 01 de marzo hasta cuando se resuelva y defina su reubicación de puesto, ha de decirse que la misma es a todas luces improcedente, puesto que el otorgamiento de incapacidad es función exclusiva de los médicos tratantes.
DECISIÓN
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, Administrando Justicia, en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE:
Primero: Declarar improcedente la tutela que reclama la ciudadana María Eugenia Agudelo Alzate, en contra de la Oficina de Administración Judicial de Pereira, las Salas Administrativas de los Consejos Seccional y Superior de la Judicatura y de las vinculadas la EPS SALUDCOOP, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías -BBVA HORIZONTE- y el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de esta ciudad 
Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito, de conformidad con los artículos 30 del Decreto 2591 de 1991 y 5º del Decreto 306 de 1992, advirtiendo que contra la misma procede la impugnación y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Cópiese, Notifíquese y Cúmplase.

LEONEL ROGELES MORENO               JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









 Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
WILSON FREDY LÓPEZ
Magistrado
 



Secretario
� Tutela T-687/2006


� Ibídem 


� Corte Constitucional, Sentencia T-599 de 2002, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa: “(…) es importante reiterar que en múltiples oportunidades esta Corporación ha indicado que el único perjuicio que habilita la procedencia transitoria de la acción de tutela es aquel que cumple las siguientes condiciones: (1) se produce de manera cierta y evidente sobre un derecho fundamental; (2) de ocurrir no existiría forma de reparar el daño producido; (3) su ocurrencia es inminente; (4) resulta urgente la medida de protección para que el sujeto supere la condición de amenaza en la que se encuentra; y, (5) la gravedad de los hechos, es de tal magnitud que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales”.


� C.C., Sentencia T- 346 del 2007, Dr. Clara Inés Vargas Hernández.
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